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Nota Introductoria  

 
Las contribuciones municipales constituyen uno de los instrumentos más importantes con el que cuentan las autoridades municipales para promover el desarrollo y el bienestar social de sus habitantes, la hacienda pública municipal, en los últimos años, a manifestado importantes avances, a partir de la última reforma al artículo 115 de la Constitución Federal publicada el día 23 de diciembre de 1999, y las subsecuentes que se presentaron en la Constitución Política del Estado de Coahuila, aún no publicadas, se otorgan y reconocen nuevas atribuciones que fortalecen la hacienda de los municipios, de ahí que el estudio del tema retome vigencia.

 

 

Los grandes retos económicos, políticos y sociales que viven los gobiernos locales, afectan y dificultan sin duda la administración de las finanzas públicas, de aquí la necesidad de que los responsables de las finanzas públicas conozcan los diversos aspectos de la hacienda pública municipal desde el enfoque constitucional, en tal virtud la investigación sobre esta materia pretende la configuración de una guía básica y sencilla sobre el tema que contemple los principios constitucionales más relevantes en materia de tributación municipal. 

Si la reforma federal, a que he hecho referencia, va encaminada a fortalecer el ámbito municipal en materia hacendaria, lo cual coadyuva a lograr su autonomía económica y política, en la realidad el municipio no ha contado con los instrumentos necesarios para hacer efectiva dicha autonomía.    

 

Como una forma de contribuir con el desarrollo de los municipios, es necesario que estos tengan un mayor conocimiento sobre los principios constitucionales que rigen su hacienda pública, que implique un fortalecimiento, no solo en la obtención de ingresos de manera adecuada y acorde a la ley fundamental, sino a la hacienda municipal, lo cual lleva consigo el apoyo al desarrollo de la entidad federativa, de aquí el interés que se encuentra en el estudio de este tema.      

 

Este estudio parte de esa categoría fundamental para el municipio que es la hacienda municipal, en resumen la reforma en esta materia, otorga al municipio el derecho de iniciativa en materia tributaria, facultándolo para proponer a las legislaturas locales, todos los elementos de sus contribuciones fiscales, además garantiza al municipio, la libre disposición y ejercicio de los recursos que integran su hacienda.   

 

No obstante las directrices constitucionales del actual régimen de las contribuciones municipales que quedaron establecidas en las reformas del 23 de diciembre de 1999 y las posteriores realizadas en la Constitución Local de Coahuila, en esta materia, publicadas el 20 de marzo de 2001, no existe en el Estado la debida difusión a las reformas, mucho menos el estudio de estos ordenamientos en esta materia, por lo anterior, lo que se propone en este trabajo, es realizar un análisis de los marcos constituciones federal y local, con la finalidad de estar en aptitud, al término del mismo, de conocer los principios constitucionales que rigen las contribuciones municipales. 

 

En todo caso el planteamiento del problema se resume en responder este cuestionamiento: ¿Cuáles son los principios, que en materia de tributación municipal, establecen la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la del Estado de Coahuila?        

 

I.- Los Tributos 

A. A.  Introducción. 

El Estado no solo orienta sus actividades al cumplimiento de sus leyes fundamentales y de sus objetivos políticos más trascendentes; parte importante de su actividad diaria es la consecución de variadas metas y objetivos socioeconómicos tendientes a la satisfacción de diversas necesidades colectivas. Para alcanzar tales objetivos requiere de la obtención de los recursos patrimoniales necesarios y de aquí que una de las tareas más importantes del Estado, es precisamente su actividad financiera. Que se traduce, a grandes rasgos, en la obtención de medios económicos, las erogaciones que realiza el Estado, la administración y la gestión de los recursos públicos.       
 
El tributo constituye en forma cuantitativa la fuente de mayor importancia para la obtención de ingresos de los Estados modernos. Esta clase de ingreso proporciona al Estado los medios necesarios para el desarrollo de sus variadas actividades.       
Tal importancia tiene el tributo que, existe una rama del Derecho Financiero que se ocupa de su estudio en particular, habiendo recibido el nombre de Derecho Tributario. 
 
B.- Definición de Tributo.
El tributo era en su origen, una contribución forzada que los vencedores imponían a los vencidos. Diversas definiciones sobre el tributo han sido ofrecidas por variados tratadistas, según se recoge de la obra de Sergio Francisco de la Garza
[1]. Aquí algunas más importantes: 
 
Blumenstein, define: “ tributos son las prestaciones pecuniarias que el Estado o un ente público autorizado al efecto por aquél, en virtud de su soberanía territorial, exige de sujetos económicos sometidos a la misma. “  
 
Para Giuliani Fonrouge, tributo es: “una prestación obligatoria, comúnmente en dinero, exigida por el Estado en virtud de su poder de imperio y que da lugar a relaciones jurídicas de derecho.“ 
 
Dino Jarach, menciona que: “ el tributo es una prestación pecuniaria coactiva de un sujeto (contribuyente) al Estado u otra entidad pública que tenga el derecho de ingresarlo. “
 
Gerardo Ataliba, define el tributo como “ la obligación jurídica pecuniaria, ex – lege, que no constituye sanción de un hecho ilícito, cuyo sujeto activo es, en principio, una persona pública y cuyo sujeto es alguien puesto en esa situación por voluntad de la ley. “ 
 
Los tributos que el Estado exige a los particulares en el pleno ejercicio de su soberanía, constituyen la principal fuente de recursos para sufragar los gastos públicos y cumplir con sus actividades estatales. Por lo que podríamos entender por tributo la totalidad de las categorías de contribuciones estatales que reconoce la doctrina financiera. 
 
Los tributos, que de acuerdo a la legislación pueden ser tanto en especie como en dinero, aunque comúnmente es esta última forma la aceptada, constituyen prestaciones obligatorias que el Estado exige a los particulares, en virtud de su potestad de imperio, dentro de un marco jurídico previamente establecido y con la finalidad de satisfacer las necesidades políticas, económicas y sociales del Estado.
En esta materia, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, puede prestarse a confusiones, ya que la fracción VI del artículo 31, se refiere textualmente a “contribuir “ para los gastos públicos. En este particular, Sergio Francisco de la Garza,
[2] puntualiza que la Constitución al hablar de contribuciones, engloba a sus tres especies: impuestos, derechos y contribuciones especiales. Aclarando que el legislador es impreciso y en ocasiones incorrecto en el uso de estos vocablos, por lo que recomienda identificar a un tipo de tributo según su naturaleza y no por el nombre que se le haya dado, el cual puede resultar erróneo. En tal sentido la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a sostenido que el estudio de un tributo debe de realizarse de conformidad con su naturaleza y no por la denominación que se le dé al tributo. 
 
Tributos. Su estudio debe realizarse de acuerdo con su verdadera naturaleza jurídica, independientemente de la denominación que le den la partes o incluso la Ley. Aún cuando la Ley atacada de inconstitucional llame al tributo controvertido “ derecho “, en tanto las autoridades responsables lo conceptúen como un “ derecho de cooperación “ y el quejoso sostenga que es un “ impuesto especial ”, lo cierto es que este Supremo Tribunal debe analizar el gravamen motivo de amparo de acuerdo con su verdadera naturaleza jurídica, independientemente de la denominación que le den las partes.
[3]
 
Acorde al criterio anterior, Andrés Serra Rojas
[4] menciona que la contribución es un concepto más amplio con el cual se alude a todo lo que contribuye a los gastos del Estado, argumentando que es el concepto del artículo 31 fracción IV de la Constitución con la expresión contribuir. 
 
C.- Principios Teóricos de la Tributación 
1.- La Riqueza de las Naciones de Adam Smith.  
“La Riqueza de las Naciones”
[5], obra fundamental de Adam Smith, que tiene como base la escuela naturalista de la filosofía, se divide en cinco libros tratando respectivamente, de los problemas de la producción, la distribución y el cambio, del capital, de las diferentes políticas económicas que han seguido en diversas épocas distintas naciones, de los sistemas anteriores de economía política y, de las finanzas públicas. Es en el V libro denominado “De las Rentas del Soberano o de la República”, donde dedica una parte al estudio de los impuestos, formulando cuatro grandes principios fundamentales de la tributación, que Smith les llama las cuatro máximas de los tributos,  mismas que por su acierto continúan comentándose e inspirando a las legislaciones modernas.
 
En la parte II, denominada “ De los Tributos” dice Adam Smith: antes de entrar en el examen particular de estos impuestos es necesario dejar establecidas las cuatro máximas siguientes, que comprenden a todos los tributos en general. 
 
a).- Primera máxima.- Principio de Justicia. 
“Los vasallos de cualquier Estado deben contribuir al sostenimiento del Gobierno a proporción de sus respectivas facultades, en cuanto sea posible esta regulación, esto es a proporción de las rentas o haberes de que gozan bajo la protección de aquel Estado... En la observancia o en la omisión de esta máxima consiste lo que llamamos igualdad o desigualdad en la imposición. “  es decir, equidad o falta de equidad de los impuestos. 
[6]
 
Este principio de justicia se proclama en la Constitución Política Mexicana al establecer en la fracción IV del artículo 31, la obligación de los mexicanos de contribuir los gastos públicos de manera proporcional y equitativa que establezcan las leyes.    
 
Este principio de justicia en el tributo, se desdobla en dos subprincipios, los cuales se mencionan a continuación: 
[7]
 
El de la generalidad, el cual exige que paguen impuestos todas las personas que se encuentren comprendidas dentro de las hipótesis generales y abstractas que establezcan las leyes y que no dejen de pagarlos quienes se comprendan en ellas. Se encuentra inmerso este subprincipio en el artículo 31, IV, de la Constitución Federal. No se vulnera porque se concedan exenciones subjetivas u objetivas en las leyes tributarias ni tampoco a quienes crecen de capacidad contributiva.
 
El subprincipio de la uniformidad reconoce igualdad de todos los ciudadanos frente al impuesto. Esa igualdad, según criterio adoptado por Sergio Francisco de la Garza
[8],   requiere que todos contribuyan a los gastos públicos de acuerdo con su capacidad contributiva, de tal manera que a mayor capacidad contributiva la aportación sea mayor. Justificando la existencia de los impuestos progresivos. Se complementa, argumenta Sergio de la Garza, con el criterio subjetivo propuesto por John Stuart Mill, de la igualdad de sacrificio, en el impuesto sobre la renta se distinguen las rentas fundadas, que tienen su origen en el capital; las rentas no fundadas, que tienen su origen en el trabajo y las rentas mixtas, que tienen su origen en las empresas, combinación de capital y trabajo. El principio de la igualdad de sacrificio requiere que los gravámenes sobre las primeras sean más pesados, porque requieren menor sacrificio para obtenerlas; los de las últimas son más moderados, por el ingrediente de trabajo que representa: y por último, que sean más leves para las rentas del trabajo que son las que obtienen con mayor sacrificio.
 
En este particular, se difiere de este criterio en el cual se justifican los impuestos progresivos, ya que Adam Smith, invoca la proporcionalidad respecto a los haberes que los particulares gozan bajo la protección del Estado, es decir a la mayor o menor parte de beneficio que les corresponda o que el estado les proporcione. No menciona que el  impuesto será progresivo de acuerdo a la mayor o menor capacidad del contribuyente. La proporcionalidad es respecto al beneficio, no a la capacidad contributiva del particular. La naturaleza del tributo es la contribución al gasto público, la obtención de lo justo para que el Estado satisfaga las necesidades de la colectividad, es decir a lo estrictamente necesario para cubrir el presupuesto de un País, Estado o Municipio; implementar criterios de recaudación de manera progresiva, no atendería a la satisfacción del gasto público entendiendo por este el beneficio del pueblo, sino a la mayor o menor capacidad del contribuyente, alejándose de la naturaleza del tributo la cual es indivisible del presupuesto, es decir del gasto público. No se puede pretender recaudar más de lo que se tiene programado gastar.   
 
 
b).- Segunda máxima.- Principio de Certidumbre. 
“ El tributo que cada individuo está obligado a pagar debe ser cierto y determinado, y en momento alguno arbitrario. El tiempo de su cobro, la forma de pago, la cantidad que deba satisfacerse, todo ha de ser claro, llano e intangible para el contribuyente y para cualquier otra persona. Porque donde se verifique lo contrario estará cada vasallo, que contribuya más o menos, bajo el poder no del Gobierno sino del recaudador de tributos, quien puede muy bien, con esa libertad, agravar el impuesto sobre cualquier contribuyente que no se atreva a reclamar, o sacar, a impulsos del terror de semejantes gravámenes, regalos, presentes o gratificaciones inicuas para él. La incertidumbre de la contribución es ocasión para la insolencia, favoreciéndolas astucias de algunos empleados en aquellos destinos quienes suelen ser cuando menos desatentos e intratables. La certeza de lo que cada individuo debe pagar es materia de tanta importancia, que una desigualdad considerable en el modo de contribuir no acarrea, según han experimentado todas las naciones, un mal tan grande como la más leve incertidumbre en la cuantía del tributo ”. 
[9]
 
Einaudi agrega que el significado de este segundo principio es que el pago del impuesto es ya bastante oneroso para el contribuyente como para que los daños deban aumentarse todavía más por la mala manera de recaudarlo.
 
El contribuyente debe de tener certeza en el pago del tributo, la ley que los establezca debe de ser clara y comprensiva, nunca ambigua, la tasa, la forma y los plazos de pago deben de ser claros, precisos, y sobre deben darse a conocer al contribuyente con anterioridad al hecho en que se coloque en la hipótesis normativa que establece la contribución. La Constitución consagra este principio de certeza en el artículo 31 fracción IV al mencionar que los mexicanos están obligados a contribuir al gasto público, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes, además el artículo 14 consagra la garantía de certeza al establecer que nadie puede ser privado de sus propiedades, posesiones o derechos sino mediante juicio seguido ante tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho.    
 
 
 
c).- Tercera máxima.- Principio de Comodidad. 
“ Todo tributo o impuesto debe exigirse en el tiempo y modo que sea más cómodo y conveniente a las circunstancias del contribuyente. Un impuesto sobre la renta de la tierra o de las casas, pagadero al mismo tiempo en que el dueño las devenga, es exigido con oportunidad, ya que regularmente debe creerse que tiene entonces de dónde pagar. Los derechos cargados sobre los géneros de consumo, siendo artículos de mero lujo, vienen por último a pagarse por el consumidor, y generalmente del modo menos gravoso que puede ser para él. Los paga, en efecto, poco a poco, a medida que los va necesitando de aquellos géneros, y como tiene también la libertad de comprarlos o no, según le parezca, será culpa suya si al tiempo de pagarlos sufre alguna incomodidad ”.
[10]
 
Einaudi comenta que no ha de recaudarse de una sola vez, sino fraccionando; no ha de cobrarse antes de la recolección, sino después, etc:
 
d).- Cuarta máxima.- Principio de la Economía. 
“ Toda contribución debe disponerse de tal  suerte que del poder de los particulares se saque lo menos posible sobre aquellos, o a más de aquello, que entra efectivamente en el Tesoro público del Estado. Un impuesto puede sacar, de hecho, del caudal de los particulares, mucha mayor cantidad que la que llega a entrar en el Tesoro público, de las cuatro siguientes maneras: la primera si la exacción o cobranza de él requiere de un gran número de oficiales o dependientes, cuyos salarios absorben la mayor parte del producto total del impuesto, y cuyos provechos o percances impongan una adicional contribución sobre el pueblo; la segunda, si el impuesto es de tal naturaleza que oprime o coarta la industria, desanimando al pueblo para aplicarse a ciertos ramos de negociación que proporcionarían trabajo y mantendrían a mayor número de gentes, de tal manera que al obligar a pagar semejante contribución, puede disminuirse y acaso arruinarse enteramente alguno de los fondos con que podría traficar del modo dicho; la tercera se reduce a las contribuciones y decomisos en que justamente incurren los desgraciados que pretendieron evadirse de pagar el impuesto, porque estas penas arruinan el caudal que pudiera en beneficio del público girarse de un modo lícito, y la perdida de estos capitales, aunque justamente impuesta al contraventor, viene ocasionada por lo excesivo de la contribución, pues no hay mayor incentivo para el contrabando que los altos derechos de al ser eludidos prometen altas ganancias al defraudador, por lo que se requiere evitar toda ley que ofrezca primero la tentación de infringirla y que imponga el castigo al que se deja vencer por ella; en cuarto y último lugar, si sujeta a los pueblos a frecuentes visitas y odiosas fiscalizaciones de los recaudadores o administradores de rentas, porque esto les expone a una incomodidad, vejación o opresión, y aunque la vejación en un sentido riguroso no constituye gasto, es ciertamente equivalente a lo que el hombre daría por libertarse de tan importuna molestia, cuando no es indispensablemente necesaria”.
[11]
 
Einaudi comenta que todo impuesto debe estar ideado de tal manera que haga salir de los manos del pueblo la menor suma posible, por encima de lo que entra al Tesoro; al mismo tiempo, el producto de los impuestos, una vez salido de las manos del pueblo, debe entrar lo antes posible en el Tesoro público.
 
2.- Los principios de Adolfo Wagner
Adolfo Wagner, en su Traité de la Science des Finances, formula cuatro grupos de principios de la tributación, cita Sergio de la Garza
[12].
 
El primero lo llama política financiera y a este corresponden: el principio de la suficiencia de la imposición donde nos indica que los impuestos deben ser suficientes para poder cubrir las necesidades financieras en un determinado periodo, en la medida en que otras vías o medios que puedan hacerlo o no sean admisibles; por otra parte dentro de este grupo enmarca también al principio de elasticidad que proclama que el sistema fiscal debe estar integrado por diversos impuestos que hagan que en un periodo de coyuntura permitan al Estado recibir todos los ingresos que necesita.
 
El segundo grupo se llama de principios de economía pública, proclama que debe hacerse una prudente elección entre las tres fuentes de impuestos, que son el capital, la renta y los medios de consumo, teniendo en cuenta los puntos de vista de la economía privada y de la pública, las consideraciones de política social y los fines de aplicación de los impuestos.
 
El tercer grupo lo forman los principios de equidad, o de repartición equitativa de los impuestos proclama la generalidad y la uniformidad en la tributación. Wagner se declara partidario de que los impuestos tengan solamente finalidades fiscales; de la proporcionalidad de los impuestos, que graven a todos individuos, sin mínimo de exención y sin cuotas progresivas. Los postulados de Wagner, en materia de equidad, han quedado superados por la doctrina tributaria y no han sido acogidos por la legislación. 
 
En el último grupo se encuentran los principios de administración fiscal o principios de lógica en materia de imposición, los cuales son la fijeza en la imposición y la comodidad en la imposición.  
 
El principio de la fijeza en la imposición, se expresa de la manera siguiente:  
1. La mayor preparación profesional y moral de los encargados de la administración de los impuestos. 
2. La simplicidad del sistema de impuestos y de su organización. 
3. Dar la indicación exacta y precisa de la fecha y lugar de pago del monto de la suma debida y de las especies liberatorias admitidas. 
4. Emplear en las leyes y en los reglamentos un lenguaje claro, simple y accesible a todos,  aun cuando no siempre será posible por las complicaciones que entrañan los impuestos modernos. 
5. El  rigor jurídico y la precisión que excluyen la discusión y las controversias, son  una necesidad de las leyes, pero a veces su realización es difícil. 
6. Al lado de las leyes deben expedirse circulares y disposiciones que, citando ejemplos, y en las mejor forma posible, aclaren no sólo para los órganos de la Administración, sino para el público en general, los principios establecidos en la ley. 
7. Las disposiciones relativas a penas defensas y ciertos principios fundamentales deben hacerse imprimir en las formas oficiales para notificaciones o para el control de impuesto. 
8. Debe utilizarse la prensa para dar a conocer las leyes nuevas. 
 
El principio de la comodidad en la imposición, proclama Wagner, se traduce no sólo en beneficio del contribuyente, sino también del Fisco en la  reducción del costo en la mayor medida posible en los gastos de recaudación de los impuestos.
 
D.- Clasificación de los Tributos. 
Los ingresos del Estado se pueden dividir en dos grupos importantes, el primero de ellos alude a los ingresos tributarios, que comprenden los impuestos, las aportaciones de seguridad social, derechos, contribuciones especiales y tributos o contribuciones accesorias.
[13]
 
El otro grupo se forma por los ingresos financieros, compuestos por las diversas fuentes de financiamiento necesarias para complementar las exigencias del Presupuesto Nacional. Dentro de este grupo se encuentran los empréstitos, la emisión de moneda, la emisión de bonos de deuda pública, moratorias y renegociaciones, devaluaciones, revaluaciones, productos y derechos, expropiaciones, decomisos y nacionalizaciones. 

 
La mayoría de los tratadistas, coinciden en clasificar los ingresos públicos en: a) ordinarios y b) extraordinarios. 
 
a) a)      Los ingresos ordinarios son aquellos que legalmente percibe el Fisco de manera regular, renovándose en forma anual en el presupuesto de egresos, y se destinan a cubrir los gastos públicos ya sea de la Federación, de los Estados y de los Municipios. 
 
A esta categoría pertenecen los impuestos, las tasas o derechos, las contribuciones especiales, productos y aprovechamientos.  
 
b) b)      Los ingresos extraordinarios son aquellos que se perciben cuando existen circunstancias anormales o irregulares que obligan al Estado a imponerlos. Son erogaciones extraordinarias, empréstitos y financiamientos públicos entres otros. 
 
Otra clasificación financiera de los ingresos públicos es aquella que los distingue en ingresos originarios o derivados. Los originarios son aquellos que tienen su origen en el propio patrimonio del Estado, como una consecuencia de su explotación directa o indirecta. Coincide en esta categoría el ingreso conocido como “producto”, que es la contraprestación por los servicios que presta el Estado en sus funciones de derecho privado, así como por el uso, aprovechamiento o enajenación de bienes del dominio privado.    

Los ingresos derivados, son aquellos que el Estado recibe de los particulares y no provienen de su propio patrimonio. Por regla de exclusión, son ingresos derivados todos aquellos que no tienen la categoría de originales. Se contemplan en este grupo los impuestos, los derechos, las contribuciones especiales, los aprovechamientos y los empréstitos.

 
Una clasificación que nos parece de más mérito, es aquélla que enumera los ingresos del Estado en dos grandes ramas: los ingresos tributarios, en donde quedan comprendidos de forma exclusiva los impuestos, los derechos y las contribuciones especiales; y los ingresos no tributarios, en donde se engloban por exclusión todos los demás ingresos públicos, ya sea que se deriven de un acto de utilidad pública, de un acto de derecho público, como la requisición, o de un acto de derecho privado, como lo es la venta de bienes del Estado. 
 
Esta última clasificación es adoptada por el Estado de Coahuila, en su Código Financiero para los Municipios, que en su artículo 4°, clasifica los ingresos municipales en contribuciones e ingresos no tributarios.
 
Dada la clasificación de los ingresos públicos pasamos a categorizar los tributos, en donde la ciencia de las finanzas públicas y el Derecho Financiero, expresado por la mayoría de los tratadistas, están de acuerdo en que los tributos pueden clasificarse en tres grandes grupos: los derechos, los impuestos y las contribuciones especiales.
 
1.- Derechos.- Esta especie de tributos denominada por algunos tratadistas, entre ellos Dino Jarach como tasa, se identifica como una contraprestación entre un servicio prestado y una suma que debe pagarse a cambio, aunque en materia tributaria no existe el precio, entonces el criterio es el de hacer pagar a los que reciben un servicio en ocasión una contraprestación de ese servicio. Giannini,
[14] afirma que como la finalidad es la de satisfacer un interés público y este sólo puede alcanzarse mediante el cumplimiento de las varias prestaciones relativas a cada uno de los usuarios, “es justo que recaiga sobre ellos, sino la totalidad, si, al menos, la mayor parte de los gastos necesarios para la gestión del servicio”. 
 
El Código Financiero Municipal de Coahuila, define a los derechos como las contribuciones establecidas en la ley por el uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público, así como por recibir servicios que presta el Municipio en sus funciones de derecho público, además de las contribuciones que perciban organismos públicos descentralizados por la prestación de servicios exclusivos del Municipio. 
2.- Impuestos.- Son innumerables las definiciones que se han dado del impuesto como institución financiera, por lo que daremos algunas las cuales incluyen y destacan sus elementos sustanciales.

 
Giannini
[15] expresa que el impuesto es la prestación pecuniaria que un ente público tiene derecho de exigir en virtud de su potestad de imperio, originaria o derivada, en el caso, en la medida y en los modos establecidos en la ley, con el fin de conseguir un ingreso.

 
H. Rossy considera que el impuesto es una institución jurídica financiera que faculta al ente público, a exigir dinero a los administrados unilateralmente y sin contraprestación, para aplicarla a los fines generales del mismo.

 
Para Serra Rojas, el impuesto es una obligación unilateral de derecho público, sin contraprestación y destinada al sostenimiento del Estado.
 
Para el Código Financiero Municipal de Coahuila el impuesto, es la contribución establecida en la ley que deben pagar las personas físicas y morales que es encuentren en la situación jurídica o de hecho prevista por la misma.
 
3.- Contribuciones Especiales.- Emilio Margáin Manautou
[16] define la contribución especial como una prestación que los particulares pagan obligatoriamente al Estado, como contribución a los gastos que ocasionó la realización de una obra o un servicio de interés general y que los benefició o beneficia en forma específica.
 
Para Sergio Francisco de la Garza, la contribución especial es la prestación en dinero legalmente obligatoria a cargo de aquéllas personas que reciben un beneficio particular producido por la ejecución de una obra pública o que provocan un gasto público especial, con motivo de la realización de una actividad determinada, generalmente económica.
 
El Código Financiero Municipal de Coahuila acoge estas definiciones. 
ARTICULO 8.- Son contribuciones especiales, las prestaciones legalmente obligatorias, que se establecen:
 
I.- A cargo de las personas físicas o morales que por el ejercicio de una actividad particular provocan un gasto público, las que se determinarán tomando en cuenta el monto del gasto público provocado. 
 
II.- A cargo de las personas físicas o morales que se benefician específicamente con la ejecución de alguna obra o servicio público, las que se determinarán tomando en cuenta el monto del beneficio obtenido y el costo de la obra.
 
III.- A cargo de las personas físicas o morales que por la realización de actividades dañen o deterioren instalaciones, infraestructura caminera, hidráulica y de servicios, de uso comunitario y beneficio social, que sean propiedad de los municipios, del dominio público o uso común, que se determinarán de acuerdo con la cuantificación de los daños o deterioros causados.
 
II.- Hacienda Municipal. 
A.- Concepto de Hacienda Pública.
Para la mayoría de los tratadistas, el concepto de hacienda pública se traduce al gran marco de la actividad financiera del Estado, comprendiendo la totalidad de las medidas y políticas financieras y económicas de las que dispone el Estado para el cumplimiento de sus fines. 
 
Dentro de una concepción clásica, el tratadista Maurice Duberger
[17], define a la Hacienda Pública como “ la ciencia de los medios por los que el Estado procura y utiliza los recursos necesarios para la cobertura de los gastos públicos, mediante el reparto entre los individuos de las cargas resultantes” 
 
Para Richard Musgrave dice que “al conjunto de problemas que se centran en torno al proceso ingreso-gasto del Estado se le denomina tradicionalmente hacienda pública”, entendiendo por estos problemas principalmente a la asignación de recursos, la distribución de la renta, el pleno empleo, la estabilidad del nivel de precios, y el desarrollo.
 
Dentro de la concepción moderna, se define a la hacienda pública como “ la ciencia que estudia la actividad del Estado cuando utiliza medidas especiales, llamadas medidas financieras: gastos, tasas, impuestos, empréstitos, medidas monetarias, presupuestos, etc.”   
 
El concepto de hacienda pública, implica fundamentalmente la idea de recursos económicos, es decir el numerario con que cuenta el Municipio para proveer a su existencia y para atender sus funciones. 
 
El texto constitucional del artículo 115, no ofrece una definición de hacienda pública municipal, pero establece los elementos que la integran, en el párrafo inicial de la fracción IV indica, que los municipios administraran libremente su hacienda, la cual se formara de los rendimientos de los bienes que le pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor... en los tres incisos que continúan en la redacción del artículo se menciona que los Municipios percibirán: 
 
1.- Las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, consolidación, traslación, mejora y cambio en el valor de los inmuebles, incluyendo tasas adicionales. 
2.- Participaciones Federales. 
3.- Los ingresos que se deriven de la prestación de servicios públicos.    
 
 Acorde a la Ley Suprema, la Constitución del Estado de Coahuila, establece para los municipios de Coahuila lo mismo, sin definir lo que es hacienda pública municipal, sí establece los elementos que la integran. 
 
Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, recientemente reformada. 
 
Artículo158-Q. La hacienda municipal se formará con los bienes muebles e inmuebles dominio público o privado que pertenezcan a los Municipios, los rendimientos de sus bienes, de sus contribuciones y demás ingresos que el Congreso del Estado establezca en favor de los propios Municipios, los que, en todo caso, deberán percibir:

 

I. I.   Las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que establezca el Congreso del Estado, sobre la propiedad inmobiliaria y su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora, así como las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles;

 

II. II.     Las participaciones federales que sean cubiertas por la Federación a los Municipios y, en su caso, las que participe el Estado en la forma que señalen los ordenamientos aplicables, con arreglo a las bases, montos y plazos que anualmente determine el Congreso del Estado;

 

III. III.   Los ingresos derivados de la prestación de los servicios públicos a cargo de los Municipios.

 

Todo tipo de bienes que sin contravenir las leyes aplicables, acreciente su hacienda, ya sea que provengan de personas físicas o morales, nacionales o extranjeras.

Acorde a lo anterior, la Constitución del Estado de Coahuila, engloba dentro de hacienda pública municipal, los bienes materiales del municipio, es decir su patrimonio, criterio contrario al adoptado por el tratadista Carlos F. Quintanilla Roldan
[18], al argumentar que el concepto de patrimonio es más amplio que el de hacienda, ya que aquel se refiere a todos los bienes materiales e inmateriales que pertenecen al Municipio y sobre los que tiene dominio, mientras que el concepto de hacienda solo implica la idea de recursos económicos, argumentando que la hacienda es parte del patrimonio y nunca a la inversa.
 
La Constitución Federal, se refiere al patrimonio municipal en la fracción II, al establecer  que los Municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejaran su patrimonio conforme a la ley, sin embargo no menciona cual es o como se integra el patrimonio municipal. 
 
La Constitución de Coahuila, al señalar la integración de la hacienda pública municipal artículo 158-Q, determina los bienes que integran el patrimonio, por lo que sin entrar en discusión de si el patrimonio debe ser el continente y hacienda el contenido como lo propone Carlos F. Quintanilla Roldan en su libro Derecho Municipal, considero que la Ley Suprema del Estado de Coahuila, protege de manera significativa al Municipio al elevar al rango constitucional los componentes del patrimonio municipal.    
 
 
B.- Autonomía de la hacienda municipal.
1.- Debates respeto a la fracción II del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
[19] 
Fue el diputado Rodríguez González quien inició el debate al temer que la libertad municipal llevase a la anarquía la educación. Como profesor de primaria, conocía las vicisitudes por las que atravesaba la educación y las diferencias que había de Estado a Estado y la falta de capacidad de los Municipios para pagar a sus maestros y por eso se opuso a dar libertad al  Municipio en materia educativa y por eso propuso: “Se suprime la palabra libremente y se agregue un inciso IV que diga en lo relativo a la enseñanza se sujetará a las leyes del Estado”.
 
Heriberto Jara, diputado integrante de la comisión que redactó el proyecto, defendió sus puntos de vista acerca del Municipio.
 
Después de afirmar que la comisión interpretó los programas revolucionarios para darle libertad a los Municipios, señaló: “No se concibe la libertad política cuando la libertad económica no está asegurada... Al Municipio se le ha dejado una libertad muy reducida, casi insignificante; una libertad que no puede tenerse como tal, porque sólo se ha concretado al cuidado de la población, al cuidado de la policía y podemos decir que no ha habido un libre funcionamiento de una entidad en que este constituida por sus tres poderes... si damos por un lado la libertad política, si alardeamos que los ha amparado una revolución social y que bajo ese amparo se ha conseguido una libertad importante y se ha devuelto al Municipio lo que por tantos años se le había arrebatado, seamos consecuentes con nuestras ideas, no demos libertad por una parte y la restrinjamos hasta lo último la libertad económica porque entonces la primera no será efectiva, quedará simplemente consignada en nuestra Carta Magna como un bello capítulo y no se llevará a la práctica porque los Municipios no podrán disponer de un solo centavo para su desarrollo”.
 
También el diputado Rafael Martínez de Escobar habló en contra del proyecto de la fracción, porque, según él, era aparentemente propiciador de la libertad municipal, ya que el Municipio recaudaría todos los impuestos, pero en el fondo con la facultad que se le da al Estado para nombrar vigilantes que supervisan las recaudaciones y su contabilidad, se establece “una intervención directa e inmediata del Estado sobre los Municipios, que sólo significa subordinar los ayuntamientos al Estado... la base de la libertad económica y la libertad económica está en los términos del dictamen subordinada a la acción de los estados, por eso me opongo a la fracción II del artículo 115 ”.
 
Así mismo, cuestiona que la Suprema Corte de Justicia de la Nación conociera los conflictos hacendarios entre el Municipio y el Estado, argumentando que era mejor que conociera de esos conflictos la legislatura local o el Tribunal Superior de Justicia, para no centralizar. 
 
El diputado José Álvarez, quien había sido Presidente de Zamora, menciona la fuente inspiradora de esta propuesta de la fracción II, dijo: “Ha sido el Estado de Michoacán el primer Estado de la República que ha venido a implementar y poner en práctica esto mismo que ahora la honorable comisión dictaminadora propone como una ley fundamental. Un revolucionario de las más honrados y convencidos, el general Alfredo Elizondo, que es gobernador de Michoacán, ha dado una ley estableciendo que el Municipio cobre todas las rentas y que de allí contribuyan con una parte para los gastos del Estado”.
 
Álvarez pondera el sistema propuesto y critica la duplicidad de oficinas recaudadoras ya que, según él, hacen un embrollo y el causante no sabe a quién pagar, si a la administración estatal o a la municipal, esto sólo causa más molestias a los causantes y no produce ninguna ventaja, califica al sistema anterior de falsa institución económica municipal, pues los Municipios elaboraban sus presupuestos y los enviaban para su aprobación y los gobiernos recibían entre 80 y 100 presupuestos, los cuales sin revisarlos autorizaban un porcentaje de los que pedían y por eso a los Municipios nunca les alcanzaban los presupuestos.
 
Justifica la intervención de los inspectores y explica que deben ser la contaduría mayor de glosa y que su función sería la de vigilar la contabilidad municipal y que sólo cuando se estuviese haciendo malversación de fondos daría parte a la legislatura correspondiente para que ésta exigiese la responsabilidad.
 
Por lo que respecta a la intervención de la Suprema Corte de Justicia, para resolución de los conflictos económicos, señalan que no puede ser la Legislatura, ya que ésta es la encargada de señalar al Municipio la cantidad con que deberá cooperar para los gastos del Estado y por lo tanto pudiere tener interés.
 
El diputado Reynoso habló en contra del proyecto manifestando su temor de que el Estado o el Municipio abusaran de sus facultades. El Estado podría intervenir de un modo directo, por medio de sus inspectores, obstruccionando constantemente la manera de ser de los municipios o bien, puede suceder que al encontrarse los municipios con gran cantidad de dinero, quisieran disponer de todo ese dinero para mejorar sus pueblos, sus caminos, sus escuelas, etc., y entonces no quieran dar al Gobierno del Estado, la cantidad que les corresponde; también calificó descentralizante la facultad de la Suprema Corte de Justicia y de dirimir los problemas hacendarios entre el Estado y los Municipios.
 
Pronunciándose en contra del proyecto, el diputado Zepeda Medrano, quien había sido tesorero en el Estado de Coahuila, dijo que las tesorerías municipales eran un desorden, un desbarajuste con empleados ineptos.
 
El diputado Medina, secretario de la comisión, intervino varias veces para defender el proyecto. Manifestó que no se debe permitir que el Estado o la Federación tutorien al Municipio porque la nulifican. Propuso que no se tome en cuenta el sistema de clasificación de los impuestos por el órgano al que les corresponde, esto es federales, estatales y municipales. El diputado Lizardi señaló: si los ayuntamientos no tienen libertad económica, si los ayuntamientos no pueden administrar libremente sus intereses, jamás serán libres, propuso que la ley dijese: “los municipios recauden los impuestos en la forma y términos que señale la Legislatura Local, pero suprimiendo la palabra todo, porque podría suceder que a un Estado le conviniese un sistema y a otro Estado otro sistema hacendario”.
 
El diputado Calderón propuso que: “La legislatura del Estado señale el ramo de la riqueza que deba gravar el Municipio y la que sea propia del Estado, que cada quien mande en su oficina de rentas, así las dificultades del Estado se resolvieran dentro del Estado; de otra manera nuestra República no será federal; será un conglomerado de Municipios en el campo económico, que ocurrirán a México ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación”.
 
El diputado Avilés apoyó el proyecto comentando que los Municipios señalaban los mismos gravámenes que los Estados, puso como ejemplo el Estado de Sinaloa, en donde todas las contribuciones que cobra el Estado también las cobra el ayuntamiento, por lo tanto, si se cobran contribuciones sólo por el Municipio, será más cómodo porque los gastos de recaudación disminuirán  y se evitarán las molestias a los causantes.
 
El diputado González Alberto, después de leer el artículo 17 de la Constitución del Estado de Hidalgo, comentó: “El Municipio percibe casi de todos los ramos y sólo se dejaba al Estado lo necesario para pagar las fuerzas de seguridad y los empleados de Ejecutivo, no es necesario si todo es del Municipio y todo lo ha de cobrar el Municipio para su perfecta labor económica e independencia; ¿a qué pues mandarle un inspector si todo pertenece al Municipio?”.
 
Sin llega a una conclusión, ese miércoles 24 de enero se reservó la fracción II del artículo 15 para su votación.
 
El jueves 25 de enero de 1917, se presenta un nuevo proyecto elaborado por la segunda comisión de Constitución. Este nuevo proyecto contenía dos alternativas. Antes de reproducir las dos alternativas, es conveniente destacar los puntos más importantes de los considerandos con que se fundamento la nueva proposición.
 
La libertad municipal debe basarse en la independencia económica del Municipio: no dar a éste constitucionalmente recursos propios es dejarlo a merced de los poderes locales absorbentes y no conseguir el fin que a este respecto se propone la ley. Si el Municipio depende económicamente del Estado, éste tendrá la primacía y aquél le estará siempre sometido.
 
Primera Alternativa.
Proyecto para la fracción II del artículo 115:
II.-  los Municipios tendrán el libre manejo de su hacienda y ésta se formará de la siguiente manera:
1.- Ingresos causados con motivo de servicios públicos que tienden a satisfacer una necesidad general de los habitantes de la circunscripción respectiva.
2.- Una suma que el Estado integrará al Municipio y que no será inferior al 10% del total que el Estado recaude para sí por todos los ramos de la riqueza privada de la municipalidad de que se trate.
3.- Los ingresos que el Estado asigne al Municipio para que cubra todos los gastos de aquellos servicios, que por la nueva organización municipal, pasen a ser resorte del Ayuntamiento y no sean los establecidos en la base 1 de este inciso. Estos ingresos deberán ser bastantes para cubrir convenientemente todos los gastos de dichos servicios.
 
Si con motivo de los derechos que concede a los Municipios este artículo, surgiera algún conflicto entre un Municipio y el Poder Ejecutivo del Estado, conocerá de dicho conflicto la legislatura correspondiente quien oirá al Ayuntamiento en cuestión, pudiendo éste enviar hasta dos representantes para que concurran a las sesiones de la legislatura en que el asunto se trate, teniendo voz informativa y no voto.
 
Si el conflicto fuera entre la Legislatura y el Municipio, conocerá de él el Tribunal Superior del Estado, en la forma que establece el párrafo anterior.
 
En todo caso, los procedimientos serán rápidos a fin de que el conflicto sea resuelto a la mayor brevedad.
 
Sala de comisiones Querétaro de Arteaga, 29 de enero de 1917. --- Paulino Machorro Narváez.- Arturo Méndez..
 
Segunda alternativa
Fue presentada como voto particular de los diputados Jara y Medina, miembro también de la segunda comisión y expresaba:
 
Los municipios administrarán libremente su hacienda, la actual se formará con las contribuciones municipales necesarias, para atender sus diversos ramos y del tanto que asigne el Estado para cada Municipio. Todas las controversias que se susciten entre los Poderes de una Estado y el Municipio serán resueltas por el Tribunal Superior de cada Estado en los términos que disponga la ley respectiva.
 
Sala de comisiones. Querétaro de Arteaga, 29 de enero de 1917.- Hilario Medina.-  Heriberto Jara.- 
 
Se acordó que dicha propuesta sea discutida el día 30 , pero posteriormente se declara permanente la sesión hasta el 31 de enero con el objeto de desahogar todos los asuntos pendientes.
 
En la madrugada del día 30 se propone el análisis de la fracción II. El diputado Cepeda Medrano reclama que : “Al principio de la sesión se acordó que se discutirá mañana  y ya no tenemos tiempo de estudiar sobre este punto que es de capital importancia”.
 
A lo que el C. Presidente le contestó “Ya estamos en el día de mañana, se leyó la protesta de Jara y Medina, pero aún se discutió sobre la suspensión de la discusión, ya que el diputado Calderón argumentó que la sesión permanente había acordado resolver la cuestión agraria, proponiendo que se discutiera en la sesión de en la tarde el problema municipal o cuando menos para las 8 o 10 de la mañana”.
 
Los diputados Chapa, de los Santos y Jara, insistieron en que se decidiera sobre la fracción II, se paso a votación y la asamblea decidió que se debería resolver.
 
El diputado Álvarez manifestó que los Estados debían ser facultados para señalar las condiciones del régimen hacendario municipal, por lo que solicitó que la Comisión retirará su dictamen.
 
El diputado Palaviccini pidió “proponer a la segunda Comisión nos retire su dictamen y nos ponga el del  Jefe”.
 
Se explicó que el proyecto del primer Jefe no contenía el principio de la libertad hacendaria y aún así el diputado González M propuso que se aceptará el proyecto del primer jefe, que aunque no satisfacía de una manera absoluta, alcanzaba la finalidad, que es la libertad municipal.
 
El diputado Jara insistió en sus argumentos y concluyó diciendo: “No se puede obtener libertad política libertad administrativa, ni ninguna clase de libertad a base de aire; se requiere tener esa libertad a base económica”.
 
Habló el diputado Chapa en contra, los diputados Calderón y Medina en pro y finalmente surgió la desafortunada intervención del diputado Ugarte, quien era secretario de Carranza, proponiendo la fórmula que resolvía el problema de la discusión, pero no el de la libertad económica municipal. Esta fórmula quedaría como obstáculo para el desarrollo del Municipio y decía:
 
Los Municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de las contribuciones que señalen las legislaturas de los Estados y que en todo caso, serían las suficientes para atender sus necesidades.
 
Esta fracción votada en un clima de cansancio por una asamblea abrumada de problemas, que había resuelto en una larga sesión de trabajo, fue aprobada más por salir de paso que por ser la fórmula adecuada,  por 88 votos a favor y 62 en contra.
 
El diputado Jara señaló que. “ El dictamen de la comisión no había sido presentado con el deseo de llenar el hueco, sino para satisfacer una necesidad a que ahora la adición que propone el ciudadano Ugarte, es como si no hubiéramos propuesto nada porque las legislaturas de los estados, en todas las épocas han revisado los presupuesto de los ayuntamientos”.
 
El diputado Jara pidió permiso a nombre de la Comisión de retirar la propuesta, por aclamación le fue concedida.
 
Por lo tanto el artículo 115 quedó de la siguiente manera:
ART. 115.- Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el Municipio libre, conforme a las bases siguientes.
 
I.- Cada Municipio será administrado por un ayuntamiento de elección popular directa, y no habrá ninguna autoridad intermedia entre éste y el Gobierno del Estado.
 
II.- Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de las contribuciones que señalen las legislaturas de los estados y que, en todo caso serán las suficientes para atender a las necesidades municipales, y
 
III.- Los municipios serán investidos de personalidad jurídica para todos los efectos legales.
 
El Ejecutivo Federal y los gobernadores de los estados tendrán el mando de la fuerza pública en los municipios donde residieren habitual o transitoriamente. Los gobernadores  constitucionales no podrán ser reelectos ni durar en su encargo más de cuatro años.
 
Son aplicables a los gobernadores, sustitutos o interinos, las prohibiciones del artículo 83.
 
El número de representantes en las legislaturas de los estados, será proporcional al de habitantes de cada uno, pero, en todo caso, el número de representantes de una Legislatura local no podrá ser menor de 15 diputados propietarios.
 
En los estados, cada distrito electoral nombrará un diputado propietario y un suplente.
 
Solo podrá ser gobernador constitucional de un Estado, un ciudadano mexicano por nacimiento y nativo de él, o con vecindad no menor de 5 años inmediatamente  anteriores al día de la elección.
 
2.- Autonomía Política. 
El Constituyente del 17, hizo patente el anhelo revolucionario de erigir al Municipio como base de la organización territorial, política y administrativa del país, al plasmar en el artículo 115, primer párrafo, que los Estados adoptarán, para su régimen  interior, la forma de gobierno republicano, representativo, popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el Municipio libre. 
[20] 
 
En la fracción I, del referido artículo se fundamenta la autonomía política del Municipio al darle facultades para elegir de forma popular y directa al Ayuntamiento del gobierno Municipal. 
 
Cabe aclarar que a partir de la reforma al artículo 115 constitucional de 23 de diciembre de 1999, se reconoce al Municipio como una forma de gobierno, la reforma en este sentido se plantea de la siguiente manera: 
 
I.- Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, integrada por un Presidente Municipal y el número de regidores y síndicos que la ley determine. La competencia que esta Constitución otorga al gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y el gobierno del Estado. 
[21]
 
Esta autonomía política, da al Municipio su calidad de Instancia primaria de autoridad y de ejercicio del poder público, instancia coexistente con las homólogas de los estados y de la Federación, en un esquema interpretado por algunos como descentralizador; entendiendo la descentralización en el sentido que le da Marcel Walline, de transferir parte de los poderes de la autoridad central a una autoridad de competencia menos general, sea ésta de ámbito territorial más reducido o de materia especializada por su objeto, cuya consecuencia es la de eliminar, desvanecer o cuando menos aminorar de manera significativa la relación jerárquica entre ambas autoridades. 
[22]
 
Además, la autonomía política conlleva la autonomía administrativa, por lo que el Municipio viene a ser el punto de partida de la organización administrativa de los estados de la Federación, por producirse en su ámbito las manifestaciones elementales, orgánicas y funcionales de la administración pública, lo que algunos autores interpretan como producto de la descentralización administrativa por región entendida ésta, según Gabino Fraga, como la instauración de una estructura administrativa encargada de atender los intereses comunitarios de una población asentada en una circunscripción territorial específica. 
[23] 
 
Sin embargo, la circunstancia de que el Municipio sea la base de la organización administrativa no autoriza a interpretarlo como un organismo descentralizado por región, producto de una descentralización administrativa por región, pues se trata de una estructura político administrativa jerárquicamente desvinculada, desde el punto de vista técnico, tanto de la administración federal como de la estatal; el municipio, por tanto, conlleva un ámbito competencial diferente al federal y al estatal, sin que por ello se pueda hablar de una descentralización administrativa de ninguna especie, como lo establece Miguel Acosta Romero. 
[24] 
 
3.- Autonomía Financiera. 
La autonomía financiera representa el sustento de la autonomía política y administrativa del municipio, esta da coherencia a los principios de Municipio libre. Como observamos en los debates del Constituyente del 17, el análisis para la redacción de la fracción II del artículo 115, fue por demás un proceso álgido entre los actores del suceso, nombres como el de Heriberto Jara y Hilario Medina quienes presidían la Segunda Comisión de Puntos Constitucionales, de posiciones netamente liberales, quedaran en la historia como defensores de la Institución Municipal  y su Autonomía Financiera. 
 
Las palabras de Jara, cuando se discutía la libertad económica del Municipio retoman vigencia cada vez que se propone o defiende la libertad municipal, “...no demos libertad política y restrinjamos hasta lo último la libertad económica, porque entonces la primera no será efectiva, quedará simplemente consignada en nuestra Carta Magna como un bello capítulo...” 
[25]     
 
Desgraciadamente, no obstante las posiciones de los diputados liberales, la redacción de la fracción II del citado 115, no fue favorable, reglamentado en forma inadecuada las contribuciones municipales, propiciando penurias en la hacienda pública, para la mayoría de los municipios del país. 
 
Modificada esta fracción II estableciendo, en una fracción IV del referido artículo 115, los elementos que integran la hacienda municipal, destacándose las contribuciones relativas a la propiedad inmobiliaria, su división, translación, mejoría y cambio de valor de inmuebles, las participaciones federales y los ingresos correspondientes a la prestación de servicios, se subsana la deficiencia del original texto del 115 en este caso particular. 
 
La última reforma al artículo en comento de diciembre de 1999, adiciono la fracción IV, la cual se considera positiva  y en beneficio del Municipio y particularmente de su autonomía financiera, al establecer que las leyes estatales no concederán exención o subsidio en  relación a las contribuciones municipales, a favor de persona o institución alguna. Continúa el artículo diciendo que sólo los bienes del domino público de los tres entes de gobierno – Federación, Estado y Municipios – estarán exentos, al menos que sean utilizados por paraestatales o particulares para fines administrativos o distintos de su objeto público. Este párrafo, evita que organismos privados u oficiales queden exentos del pago de contribuciones municipales, algo que en la practica se presenta con frecuencia en detrimento de la hacienda pública. La prohibición a la exención o subsidios de contribuciones municipales la recoge el artículo 158-R de la Constitución del Estado de Coahuila.
 
Esta medida puede traer a los municipios algunos pagos que en la actualidad no se realizan a pesar de que existe una disposición legal que respalda su cobro.
[26] Este mismo criterio lo sustenta Carlos F. Quintanilla Roldan. 
[27]  
 
Otra repercusión importante, de la reforma del 23 de diciembre de 1999 en comento, es la facultad constitucional que se da a los municipios de proponer a las Legislaturas Locales, las cuotas y tarifas aplicables a sus impuestos, derechos y contribución de mejoras, según se contempla en el tercer párrafo de la fracción IV del artículo 115 en comento. 
 
Si la reforma de 1983 da la atribución constitucional a los ayuntamientos de aprobar sus presupuestos en base a sus ingresos disponibles, la última reforma antes citada, permitiría a cada Municipio proponer su carga tributaria respecto a cada uno de los impuestos que integran su hacienda pública, de acuerdo a su condición y situación económica propia, sin tener que sujetarse a la homologación de cuotas o tarifas respecto a los demás Municipios de la Entidad a la que pertenece por parte de las Legislaturas Locales las cuales en la practica, no estudian las condiciones específicas de cada Municipio al aprobar sus respectivas leyes de Ingresos.   
 
La formula que actualmente contempla la constitución para la aprobación del presupuesto y facultad de los ayuntamientos para proponer sus leyes de ingresos, representa un avance significativo en la autonomía financiera del Municipio. 
 
C.- Las Contribuciones Municipales en Coahuila.  

1.- Clasificación.
El Código Financiero Municipal del Estado de Coahuila, clasifica a los ingresos municipales en: contribuciones e ingresos no tributarios; dentro de las contribuciones enmarca a impuestos, derechos y contribuciones especiales; dentro de los ingresos no tributarios se encuentran los productos, las participaciones, los aprovechamientos y los  ingresos extraordinarios. 
[28]
 
Las definiciones relativas a las contribuciones reconocidas a los Municipios del Estado de Coahuila, ya fueron expresadas por lo que en obvio de repeticiones nos remitimos al Capítulo referente a la Clasificación de los Tributos.
 
2.- Tipos de Tributos que se reconocen a los Municipios de Coahuila.
Conforme la Constitución del Estado, artículo 158-Q, la hacienda pública municipal debe percibir:   
1.- Las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, consolidación, traslación, mejora y cambio en el valor de los inmuebles, incluyendo tasas adicionales. 
2.- Participaciones Federales. 
3.- Los ingresos que se deriven de la prestación de servicios públicos.    
4.- Todo tipo de bienes lícitos que acrecienten su hacienda, provengan de personas físicas o morales, nacionales o extranjeras. 
 
En base a estas directrices, el Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila,
[29] reconoce los siguientes ingresos a favor de los municipios: 
1. Impuesto predial. (Art. 26) 
2. Impuesto sobre adquisición de inmuebles. (Art. 41) 
3. Impuesto sobre ejercicio de actividades mercantiles. (Art. 52) 
4. Impuesto sobre prestación de servicios. (Art. 57) 
5. Impuesto sobre espectáculos y diversiones. (Art. 65) 
6. Impuesto sobre enajenación de bienes muebles usados. ( Art. 75) 
7. Impuesto sobre loterías, rifas y sorteos. (Art. 80) 
8. Impuesto sobre plusvalía (Art. 88) 
9. Contribuciones especial por gasto. (Art. 104) 
10. Contribución especial por obra pública. (Art. 112) 
11. Responsabilidad objetiva. (Art. 127) 
12. Derechos por la prestación de servicios públicos: 
· -       Agua potable y alcantarillado. (Art. 132)
· -       Servicio de Rastros. (Art. 136)
· -       Servicios de Alumbrado Público. (Art. 144)  
· -       Servicio en Mercados. (Art. 150)
· -       Servicios de Aseo Público. (Art. 154) 
· -       Servicios de Seguridad Pública. (Art. 158) 
· -       Servicios en Panteones. (Art. 162) 
· -       Servicios de Transito. (Art. 165) 
· -       Servicios de Previsión Social. (Art. 168)  
13. 13.    Derechos por expedición de licencias de construcción. (Art. 171) 
14. 14.    Servicios por alineación de predios y asignación de números oficiales. (Art. 186) 
15. 15.    Expedición de licencias para fraccionamientos. (Art. 189) 
16. 16.    Licencias para establecimientos que expendan bebidas alcohólicas. (Art. 192) 
17. 17.    Licencias para la colocación y uso de anuncios y carteles publicitarios. (Art. 195)
18. 18.    Servicios catastrales (Art. 199)
19. 19.    Legalización y certificaciones. (Art. 202) 
20. 20.    Derechos por uso o aprovechamiento de bienes del dominio público. 
· -       Servicios de arrastre y almacenaje. (Art. 204)
· -       Ocupación de vías públicas. (Art. 207)
· -       Uso de pensiones municipales. (Art. 210)
21. Ingresos no tributarios 
· -       Productos por venta y arrendamiento de lotes y gavetas en panteones municipales. (Art. 219)
· -       Arrendamiento de locales en mercados municipales. (Art. 225)
· -       Otros Productos (Art. 228)
22. Aprovechamientos 
· -            Ingresos por transferencia. (Art. 230) 
· -            Ingresos derivados de sanciones. (Art. 232) 

23. Participaciones (Art. 235) 

24. Ingresos Extraordinarios. (Art. 238) 
 
III.- Principios Constitucionales de los Tributos. 

A.- Principios que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
1.- Principio de Legalidad. 
Este principio establece que la ley que crea el tributo, debe definir claramente cuáles son los elementos y supuestos que integran la obligación tributaria, es decir, el hecho imponible a los sujetos pasivos de la obligación que nace, el objeto y la cantidad de la prestación, nunca éstos elementos deben quedar al arbitrio de la autoridad administrativa.
 
El Principio de Legalidad, lo consagra la fracción IV del artículo 31 de nuestra Carta Magna, al disponer que la obligación que se tiene de contribuir para los gastos públicos de la Federación, de los Estados y de los Municipios debe de estar establecida por las leyes. A su vez, el segundo párrafo del artículo 14 Constitucional garantiza que nadie puede ser privado de sus propiedades sino es conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho, reforzando el principio de legalidad en el tributo.
 
La ley de la cual nace el tributo, no solo establece la obligación de pagar y el derecho de exigir la suma determinada cuando se actualice la hipótesis normativa, sino que además, nace una serie de obligaciones y derechos de naturaleza diversa, tanto para el ente público como para el sujeto pasivo de la relación tributaria, por lo que la Constitución siempre señala que el tributo y todos sus elementos deben de constar en una ley formal y materialmente válida, es decir, expedida por el Congreso o las Legislaturas de los Estados.
 
Una sola excepción establece la Constitución a este principio de legalidad, en el artículo 131, en el cual el Congreso de la Unión podrá facultar al Ejecutivo para aumentar, disminuir o suprimir las cuotas de las tarifas de exportación e importación expedidas por el propio Congreso, y para crear otras, así como para restringir y para prohibir las importaciones, las exportaciones, y el tránsito de productos, artículos y efectos cuando lo estime urgente, a fin de regular el comercio exterior, la economía del país, la estabilidad de la producción nacional o de realizar cualquier otro propósito en beneficio del país. El propio Ejecutivo al enviar al Congreso el presupuesto fiscal de cada año, someterá a su aprobación el uso que hubiese hecho de la facultad concedida. Esta excepción, otorga al Presidente de la República la facultad de alterar las tasas de los impuestos de importación o exportación, las cuáles de acuerdo al principio de legalidad, constituyen un elemento de la obligación tributaria, que debe ser establecida por una ley formal del Congreso.
 
Como toda ley la de Ingresos, es obra del Congreso de la Unión, siguiendo el principio de legalidad, se trata de un acto formal y materialmente legislativo, pasa por ambas Cámaras que componen el Congreso, aunque existe la disposición constitucional artículo 72 inciso h, de ser la Cámara de Diputados la que conozca en principio la iniciativa de ley de ingresos.
[30] Lo anterior no sucede con el Presupuesto de Egresos, el cual solo es decretado por la Cámara de Diputados, por disposición constitucional del artículo 74 párrafo primero fracción IV, que establece como facultad exclusiva de la Cámara de Diputados la de examinar, discutir y aprobar anualmente el Presupuesto de Egresos de la Federación.  
 
La Constitución de Coahuila establece en el artículo 17, el derecho de los habitantes del Estado a rechazar el pago de toda contribución que no este decretada legalmente. Conformando el principio de legalidad en el tributo consagrado en la Ley Suprema.   
 
2.- Principio de Obligatoriedad de la Contribución.
El artículo 31 de la Constitución Federal que consagra las obligaciones de los mexicanos, establece entre estas la de contribuir para los gastos públicos, de la forma proporcional y equitativa que dispongan las leyes. 
 
Correlativa a la facultad del Congreso de imponer contribuciones, se encuentra esta obligación de todos los mexicanos de contribuir al gasto público, por virtud del beneficio colectivo que nos proporciona, sin embargo, la redacción de esta fracción en este particular no fue del todo prudente, ya que se excluyo en esta fracción, que venía contemplando el artículo 33 de la constitución de 57, la obligación de los extranjeros de contribuir a estos gastos públicos, cuya aportación se justifica porque al igual que los nacionales reciben por disposición constitucional, artículo 1, de la protección del Poder público del Estado para sus personas y posesiones, razón por la cual, sería indebido que no contribuyeran a los gastos que demanda esa protección.
 
Para Tena Ramírez, esta contrariedad queda superada y dice: “aunque no consta ya en la ley suprema, nadie discute esa obligación, que por otra parte no necesitaba ser consignada en la Constitución, pues ella surge lo mismo en los nacionales que en los extranjeros de la facultad general que tiene el Congreso de imponer contribuciones”.
[31] El artículo no prohíbe expresamente que se fijen contribuciones a cargo de extranjeros, por lo que será la legislación ordinaria quien establezca dichas cargas, de tal modo que existen disposiciones y diversos cuerpos legislativos que crean obligaciones fiscales a cargo de extranjeros.
[32]       
 
3.- Principio de Proporcionalidad y Equidad.
El artículo 31 fracción IV de la Ley Suprema, establece que al contribuir al gasto público debe ser de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes. 

 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación a dicho sustentado que para que un impuesto tenga validez constitucional se requiere de la satisfacción de tres requisitos fundamentales: primero que sea proporcional; segundo que sea equitativo, y tercero que se destine al pago de los gastos públicos. 

 

Flores Zavala
[33] encuentra similitud entre la expresión proporcional y equitativo, y la formula  con la que Adam Smith plantea el principio de justicia de los impuestos, de manera que con la expresión proporcional y equitativa se busca la justicia de los impuestos, criticando por ello la posición de la Corte de separar proporcionalidad y equidad como se menciono en el párrafo anterior. 

 

Sergio Francisco de la Garza, considera respecto a este principio que la exigencia constitucional, se traduce en una justicia tributaria, en donde impera la llamada justicia distributiva, la cual tiene como objeto directo los bienes comunes que hay que repartir y por indirecto solo las cargas, entre estas los tributos. La justicia distributiva exige tratar igual a los iguales y a los desiguales como desiguales. Para poder cumplirse este criterio debe de atenderse a la capacidad contributiva del ciudadano, adoptado este sistema en los impuestos directos no existe problema ya que estos pueden ser progresivos, pero no pasa así con los indirectos, los cuales no puedes ser eliminados del sistema tributario, en donde la distribución tiene que hacerse en forma proporcional. 

 

Además la Constitución en el citado 31 fracción IV, dice que es en la forma que establezcan las leyes donde debe de encontrarse la proporcionalidad y equidad de las contribuciones. Es decir, todas las leyes que establezcan algún tipo de tributo deben de observar la proporcionalidad y equidad, y en este sentido no puede darse una formula general, debe este principio de justicia tributaria ser definido jurisprudencialmente por la Corte y no como sucede separar los dos conceptos.             

 

 

4.- Principio de Destino del Gasto Público. 
La fracción IV del citado artículo 31 de la Constitución Federal, declara la obligación de contribuir al gasto público de la Federación, del Estado y del Municipio. Pero la pregunta es ¿que debe entenderse por gasto público?. La Suprema Corte de Justicia de la Nación a dado al destino de los gastos públicos la calidad de condición de validez constitucional de los tributos. Además a definido lo que se entiende por gasto público de la manera siguiente: Tesis 118.- Gastos Públicos.- Por gastos públicos no debe entenderse todos los que pueda hacer el Estado, sino aquellos destinados a satisfacer las funciones y servicios públicos. 
[34]       

 
El gasto público son las erogaciones que el Estado debe hacer con motivo del cumplimiento de sus fines - en concreto la ejecución de las leyes – y el mantenimiento de los servicios públicos. La corriente preponderante lo define como todo gasto hecho por el Estado, sea o no realizado mediante un acto de gobierno, para dar satisfacción a las necesidades comunitarias. 
[35]     
 
Al precisar la Constitución esta finalidad del gasto público, descarta todas las teorías que pretenden o consideran al impuesto como una contraprestación por los servicios que se reciben del Estado, sin embargo, gasto público es el beneficio de la colectividad en donde no todos los que la reciben pagan o contribuyen al gasto público.
[36]   
 
5.- Principio de Igualdad.
La Constitución Federal, en su artículo 13 consagra que “nadie puede ser juzgado por leyes privativas, ni por tribunales especiales”. Esta garantía que tuvo su origen en materia penal se extiende a la materia tributaria. La Suprema Corte de Justicia de la Nación, a establecido en jurisprudencia que: “ es carácter constante de las leyes, que sean de aplicación general y abstracta, es decir no debe contener una disposición que desaparezca después de aplicarse a un caso determinado, sino que sobreviva después de su aplicación y se aplique sin consideración de especie o persona, a todos los casos idénticos que previene la norma. 

 
No debe confundirse la ley privativa, con la ley especial, ya que la primera no crea situaciones jurídicas generales, impersonales y abstractas, mientras que la especial, aún y cuando se aplique a una o varias categorías de personas o de hechos sí tienen la nota de generalidad. En este sentido las leyes tributarias no deben gravar a una o varías personas individualmente determinadas. El gravamen debe de establecerse en tal forma que cualquier persona que se sitúe en la hipótesis señalada como hecho generador del crédito, debe ser sujeto pasivo de la relación jurídico tributaria. Es decir, la garantía de igualdad establece que las leyes, en este caso tributarias, deben dar un trato igual para los iguales en circunstancias de igualdad.   
 

6.- Prohibición de Impuestos que limitan el Ejercicio del Derecho al Trabajo.
“A ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos. El ejercicio de esta libertad sólo podrá vedarse por determinación judicial, cuando se ataquen los derechos de tercero, o por resolución gubernativa, dictada en los términos que marque la ley, cuando se ofendan los derechos de la sociedad. Nadie puede ser privado del producto de su trabajo, sino por resolución judicial.” Así se consagra la libertad de trabajo, como garantía en el artículo 5° Constitucional, complementado por los párrafos 3° y 4°. 

 

Resulta evidente que el Estado en ejercicio de su potestad de imperio, en la determinación de una contribución puede atacar la libertad del trabajo, al expedirse leyes que graven el producto del trabajo de manera excesiva, de tal suerte que la actividad laboral se torna incosteable, por lo que con ello nos encontramos con una prohibición que limita por un lado las atribuciones del Estado y por el otro, garantiza el derecho del ciudadano a ser justamente retribuido y sobre todo no privado del producto de su trabajo. 

 

La obligación de satisfacer impuestos, no puede interferir con la libertad del trabajo, ni de la industria, ni del comercio, si la persona física o moral e ajusta a los términos de las disposiciones legales de carácter fiscal no declaradas contrarías a la Constitución.
[37]     

 
7.- Principio de No Retroactividad.
El primer párrafo del artículo 14 de la Ley Suprema, consagra: “a ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna”. Se establece en este artículo el principio de la no retroactividad. 

 
Flores Zavala
[38] a retomado la teoría de la retroactividad de Roubier, desarrollando en materia tributaria este principio de la siguiente manera: 
 
a).- Las leyes impositivas sólo son aplicables a situaciones que la misma ley señala, como hecho generador del crédito fiscal, que se realicen con posterioridad a su vigencia. Si una ley pretende aplicar el impuesto a una situación realizada con anterioridad, será retroactiva. 
 
b).- La ley tributaria puede gravas los efectos no producidos de un acto o contrato, aún cuando éste se haya realizado o celebrado antes de su expedición, si el hecho generador del crédito fiscal consiste en esos efectos. 
 
c).- Las modificaciones que se introduzcan a los elementos esenciales de un impuesto, cuota, base, deducción, etc., sólo son aplicables a los hechos generadores realizados con posterioridad a la reforma, pero no a los anteriores. 
 
d).- Aún en los casos en que las nuevas cuotas del impuesto sean más bajas que las anteriores, sólo serán aplicables a partir de su vigencia. No debe incurrirse en el error de considerar que aplicar la ley retroactivamente en estos casos sería en beneficio del causante. 
 
e).- Las normas procesales para la determinación del crédito fiscal, para el ejercicio de la facultad económico- coactiva o para la fase contenciosa, se deben aplicar, desde luego, a los procedimientos en trámite, pero respetando las actuaciones ya realizadas.
 
f).- Las leyes que modifican, aumentando o disminuyendo, los términos establecidos por una ley anterior para el ejercicio de un derecho, se aplican desde luego.    
 
g).- En materia tributaria no puede hablarse de derechos adquiridos frente a la actividad impositiva del Estado; sólo puede hablarse de hechos realizados.        
 
B.- Principios Constitucionales que rigen la Tributación Municipal en Coahuila.
Los principios constitucionales que en materia de tributación en general establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que en apartado anterior se desarrollaron son aplicables a los tributos municipales, la Constitución de Coahuila,
[39] en su artículo 7°, además de reconocer a todos los individuos las garantías que otorga la Ley Suprema en el país, establece textualmente en su artículo 16 el deber de los habitantes  del Estado de contribuir a los gastos públicos del Municipio, del Estado y de la Federación en la forma proporcional y equitativa que dispongan las leyes. 
 
Con motivo de la reforma al artículo 115 de la Constitución Federal del 23 de diciembre de 1999, el Ejecutivo del Estado de Coahuila, sometió a consideración un paquete integral de reformas y adiciones a la Constitución Local, incluyéndose en el caso particular un apartado el segundo de la Sección tercera que regula “La Hacienda Municipal”, constituido este apartado por cinco artículos, se hace mención de los principios más destacados en materia tributaria municipal.  
 
Artículo158-S. Toda contribución que establezca el Congreso del Estado para integrar la hacienda municipal, deberá cumplir los principios de equidad y proporcionalidad a que se refiere la fracción IV del artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

 

Es de destacarse que la reforma incluye como obligación de la Legislatura local la de cumplir con todos y cada uno de los principios que consagra la referida fracción IV del artículo 31 de la Constitución federal.

Por otra parte, el artículo 158-P, adicionado establece los bases de la hacienda pública municipal y determina en su fracción VII
 
Artículo 158-P. Los Municipios administrarán libremente su hacienda conforme a las bases siguientes:

 

VII.- Los Ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán a la legislatura del Estado, con arreglo a la ley y de acuerdo a los principios de equidad, proporcionalidad y capacidad contributiva, las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria.

 
Si la reforma federal al 115 otorgo la facultad al municipio para proponer a las Legislaturas Estatales respectivas, las cuotas y tarifas de sus impuestos, derechos y contribuciones de mejoras,- fracción IV tercer párrafo-, la reforma en Coahuila, además de reconocer esta facultad, establece en el artículo adicionado las limitaciones del Ayuntamiento al proponer estas cuotas y tarifas, sujetándolas a los principios ya expuestos de proporcionalidad y equidad, determinado además la capacidad contributiva, el cual como expresa Flores Zavala, esta se deriva de la proporcionalidad y equidad, de la justicia tributaria, de donde se determina que no todos deben de pagar impuestos, sino solo aquellos que tengan capacidad contributiva, es decir el impuesto debe de gravar a todos aquellos individuos cuya situación coincida con la que la ley señala como hecho generador del crédito fiscal.
 
Por último la reforma establece que el ejercicio presupuestal del Municipio deberá ajustarse a los principios de honestidad, legalidad, optimización de recursos, racionalidad e interés público y social.(Art. 158-P, fracción IV). Aunque el la actividad presupuestal no es materia del estudio que nos ocupa, considero importante destacar de manera sólo enunciativa los principios que a partir del 20 de marzo de 2001, se consagran en la Constitución Política del Estado de Coahuila respeto al presupuesto municipal.       
 
IV.- Conclusiones.
Han transcurrido ocho décadas desde la promulgación ese importante artículo constitucional el 115, y de haber tenido algunas modificaciones, unas favorables y otras no tanto, pero el municipio aún continúa luchando por alcanzar sus propósitos de autonomía. 
 
El municipio no ha contado con los instrumentos necesarios para hacer efectiva su autonomía económica pilar, como expresara Heriberto Jara, para el aseguramiento de la libertad política. Le ha sido difícil sacudirse el proceso histórico que le impuso una política centralizadora que determinó una relación de subordinación en relación con los otros órdenes de gobierno.
 
Las últimas reformas constitucionales al artículo 115 y las subsecuentes en la Constitución del Estado, reflejan un proceso lento de maduración política para el reconocimiento del Municipio como forma de gobierno. 
 
Lo más trascendental de la reforma, es el hecho de que la Constitución otorga a el Municipio un gran apoyo en materia hacendaria, lo que trae consigo importantes avances en las finanzas públicas locales. Plantea la reforma, la libertad financiera del municipio de proponer a sus respectivas legislaturas, las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones, que sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria, además en párrafo tercero de la fracción IV, se faculta a los Ayuntamientos para proponer a las Legislaturas de los Estados las cuotas y tarifas de las contribuciones que, por mandato constitucional, les corresponden. De esta manera se permitirá que cada Municipio, como ente de gobierno así reconocido y acorde a su condición económica propia, proponer su carga tributaría, dejando atrás la práctica legislativa local de homologar las tarifas y cuotas de los impuestos municipales, sin el estudio particular de las necesidades y circunstancias económicas y sociales de cada Municipio que conforman la entidad. 
 
No menos interesante resulta la adición al párrafo quinto de la fracción IV del 115, al consagrar la libertad del Municipio de ejercer en forma directa los recursos que integran su hacienda pública. 
 
Por lo que respecta al Estado de Coahuila, la instrumentación de estas modificaciones como lo ordenaba el transitorio segundo de la reforma federal, aporto la mayor adición en materia municipal en la Constitución Local, en este sentido el legislador, no sólo reconoció las facultades ya otorgadas en la Ley Suprema, sino que fue más allá, determinado las bases fundamentales del Municipio libre en el Estado, incluyendo como una de las categorías que estructuran al Municipio, la hacienda pública. 
La Constitución de Coahuila, no sólo reconoció las facultades del Ayuntamiento de proponer las cuotas y tarifas correspondientes a sus contribuciones, sino que además le impuso limitaciones al “cuasi” poder tributario municipal, (No se puede reconocer como Poder Tributario Local, si es el Congreso del Estado quien al final decreta los tributos municipales) al determinar que al proponer las contribuciones municipales estas deben de observar los principios de proporcionalidad, equidad y capacidad contributiva, estableciendo así la justicia tributaria, consagrada por Adam Smith, en su libro “ La Riqueza de las Naciones ”. 
 
Además la reforma en comento, plantea la obligación del Congreso del Estado de observar los principios que consagra la fracción IV del artículo 31 de la Constitución Federal, por lo que los principios en este estudio analizados son obligatorios tanto para el Ayuntamiento que propone cuotas y tarifas, como para el Legislador, que impone las contribuciones en el ámbito municipal.      
Finalmente, deberá de analizarse a la luz de estos principios, si los tributos que integran la hacienda pública municipal en el Estado, reconocidos en el Código Financiero para los Municipios, son acorde a aquellos o si bien, se desvían del marco Constitucional. Este análisis será tema de estudio posterior.  
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